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LOS ADVERSARIOS DE LA U.P.E.A. 
DURANTE SU NACIMIENTO1 

Por: Secundino Conde López2 

1. Introducción 

La Universidad Pública de El Alto fue fundada 
el 1º de mayo del año 2000, producto de una 
acción colectiva desplegada por las distintas 
organizaciones sociales, estudiantes y pueblo 
en general de ésta urbe. Luego, el 5 de 
septiembre del mismo año –después de cuatro 
meses de lucha–, se aprueba la Ley Nº 2115, 
mediante la cual se crea la Universidad, pero 
sin autonomía ni cogobierno. Por ello, la 
comunidad universitaria tuvo que desplegar 
una serie de movilizaciones hasta el 12 de 
noviembre del 2003, fecha en la que se emite la 
Ley Nº 2556 y se concede autonomía a la 
Universidad Pública de El Alto. 

Durante ese periodo de lucha, los movilizados 
tuvieron que sopesar con muchas peripecias 
debido a la oposición de varios sectores, cuyas 
acciones obstruyeron a la creación y la 
consolidación de ésta Casa Superior de 
Estudios. En ese sentido, el presente trabajo 
aborda sobre el papel que han desempeñado 
los adversarios de la demanda universitaria, 
quienes se convirtieron en opositores 
acérrimos de la Universidad Pública de El Alto. 
A su vez, trata de la forma cómo han actuado y 
de qué manera han justificado sus acciones 
adversas dichos oponentes.  

El sociólogo francés, Alain Touraine, nos decía 
que todo movimiento siempre posee su 
adversario (Touraine, 1998). De tal modo, el 
movimiento universitario de El Alto tuvo 
también sus propios adversarios, entre ellos: a) 
el Estado boliviano a partir de sus tres poderes: 
Ejecutivo, Legislativo, y Judicial; b) la 
Universidad Mayor de San Andrés, en 
particular sus autoridades y representantes; c) el 
Sistema de la Universidad boliviana y su 
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Comité Ejecutivo; y, de manera interna, d) los 
denominados “anti-autonomistas”. 

En ese sentido, se analizan el accionar de esos 
adversarios y sus argumentos con los cuales se 
han opuesto a la demanda de ésta Casa 
Superior de Estudios. Para comprender y 
vislumbrar dichas cuestiones, se acudieron a 
distintos tipos de información y fuentes 
documentales que fueron producidas en aquel 
periodo, tanto en la Universidad y fuera de ella. 
A su vez, el trabajo está basado en testimonios 
directos de los actores del momento, entre 
ellos: líderes, representantes y autoridades de 
aquel entonces.  

2. El Estado ante la Universidad de El Alto  

En su generalidad, las opiniones que emiten las 
autoridades del Estado siempre son de carácter 
político, razón por la que producen discursos 
también políticos (Van Dijk, 1980). Este tipo 
de discursos cumplen varias funciones, tales 
como: la de persuadir a la sociedad en 
momentos de crisis o conflictos sociales, 
también pueden ser usados para deslegitimar o 
estigmatizar a los adversarios. De tal modo, los 
actores políticos del gobierno –de aquel 
entonces– han emitido una variedad de 
opiniones y discursos políticos a fin de 
deslegitimar o estigmatizar al movimiento 
universitario de El Alto. Mientras, la bancada 
política de oposición al gobierno, en ciertas 
ocasiones se quiso apropiar del discurso del 
movimiento universitario para legitimarse y 
obtener cierto apoyo político de la población 
universitaria y de los habitantes de El Alto. 

Desde la etapa de la creación de la Universidad 
Pública de El Alto, hasta la conquista de la 
autonomía, el Estado se opuso al movimiento 
universitario, tanto desde el Poder Legislativo, 
Poder Ejecutivo y así como desde el Poder 
Judicial. Las tres instancias estatales asumieron 
una posición contraria a las demandas de la 
ciudad de El Alto. Dicha actitud negativa de las 
instituciones del Estado se evidencian en las 
opiniones, decisiones y discursos que han 
emitido ante el movimiento universitario. Cada 
una de esas opiniones y acciones han cumplido 
un papel similar que otras, oponerse a la 
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demanda de creación y autonomía de la 
Universidad de El Alto. 

a) Rol del Poder Ejecutivo 

Desde el inicio, al parecer, el gobierno hace 
una lectura política sobre la situación social y 
económica de la población de El Alto. Estaba 
consciente de que en la urbe alteña había una 
pobreza enorme y que era necesario brindar 
mayor atención posible (Conde, 2010). Tarde o 
temprano iban a reclamar al gobierno para que 
atienda a sus necesidades básicas, como: 
educación, salud y otros servicios básicos. Del 
mismo modo, parece haber percibido el 
gobierno la situación de El Alto como una 
ciudad muy compleja y altamente peligrosa 
para el gobierno. Por ello –según la posición 
del propio Poder Ejecutivo–, dar una 
Universidad a la ciudad de El Alto implicaba, y 
aun sigue implicando, un riesgo político para el 
propio futuro Estado boliviano, pues El Alto 
tiende a luchar por mayores derechos políticos 
y por mayor accesibilidad al poder. 

Pero, más allá de dar una Universidad a la 
ciudad de El Alto, lo que más parece haber 
preocupado al gobierno de entonces es la 
creación de una Universidad con su propia 
autonomía. Pues, una institución académica con 
autonomía implicaba que la misma pueda ser 
administrada y controlada por su propia 
comunidad universitaria, de origen indígena y 
popular. Esta situación habría significado para 
el gobierno una situación incómoda, puesto 
que dar educación superior a la población 
alteña y crear una Universidad autónoma 
implicaba generar un adversario más en el 
campo político, con posibilidades de interpelar 
al propio Estado en el futuro.   

Cuando tuve la oportunidad de asistir a una 
reunión con los Ministros, nos dijo [Walter] 
Guiteras3 lo siguiente: “que estábamos jugando 
con fuego al no entender el proceso social. El 
Alto estaba catalogado como zona roja”. Es 
decir, un foco de insurrección armada por el 
hecho de que había mucha gente, mucha 
pobreza, etcétera. “Es explosiva” nos decía, “en 
cualquier momento –si los damos, dijo en sus 

                                                           
3 En ese entonces Walter Guiteras era Ministro de Gobierno del 
Presidente Hugo Banzer Suarez. 

palabras–, si los damos educación ahí estamos 
formando a los guerrilleros para destruir este 
país”. Eso es lo que nos dijo él. “Eso va a ser 
sobre la base de la autonomía universitaria, 
porque si damos autonomía, va ver 
pensamiento libre, van a generar guerrilleros y 
lamentablemente no se va a poder controlar”. Y 
nos hizo una comparación con el Perú 
[Universidad de Huamanga, Ayacucho]. Eso 
nos decía Walter Guiteras (Edwin Callejas, 
15/07/2010). 

Posiblemente habría sido ésta entonces una de 
las causas principales para que el gobierno se 
oponga a la creación de una Universidad 
pública y autónoma en la ciudad de El Alto. A 
partir de esa lectura política que tenía acerca de 
El Alto, el gobierno procedió actuar de manera 
adversa y se opuso a la demanda de la 
Universidad para El Alto. Es más, el Ministro 
de Gobierno de entonces, Walter Guiteras, se 
había mofado de los movilizados. 

Cuando hablamos con el señor Guiteras, señor 
Guiteras nos dijo: “no, no existe nada gratis”. 
Pero, nosotros decíamos que están viniendo los 
docentes a pasar clases gratis; y él nos decía: 
“que sigan nomas viniendo a pasar clases 
gratis”, los estudiantes no tienen bancos 
decíamos, y él decía: “que sigan nomas viniendo 
a pasar clases sin bancas, que sigan nomas 
viniendo a pasar clases sin baños”. Esa era la 
lógica, la respuesta del Gobierno (Sergio 
Castañeta, 30/07/2010). 

Entonces, este tipo de discursos y acciones 
negativas no solamente eran producidos por el 
Ministerio de Gobierno, sino que también han 
sido replicados por los ministerios de 
Educación y de Hacienda. Los argumentos 
utilizados por el despacho de Hacienda estaban 
basados sobre la supuesta falta de recursos 
económicos en el Presupuesto General del 
Estado. Se sostenía que no había recursos 
económicos necesarios para financiar el 
funcionamiento de una Universidad en la 
ciudad de El Alto. En ese sentido, el Ministro 
de entonces Ronald MacLean, decía: 

[N]o hay presupuesto para la Universidad de 
El Alto, no existen los recursos en el TGN, 
porque no está dentro de la Ley. La 
Constitución y las Leyes determinan el 
financiamiento de una Universidad por 
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departamento (…), no podemos crear 
universidades y menos financiarlas. Los 
únicos que pueden crear universidades, es el 
sistema universitario (Última Hora, 
09/05/2000). 

Ese tipo de argumentos eran utilizados de 
manera constante para justificar su posición 
negativa ante el movimiento universitario y la 
población alteña. Aparte de justificar sus 
posiciones con ese tipo de argumentos, el 
gobierno daba a conocer su punto de vista con 
opiniones de tipo jurídico-legal. Por ello, el 
Viceministro de Educación Superior, Renzo 
Abruzzeze, sostenía así: “en definitiva, la 
Universidad de El Alto no sería autónoma, 
porque la Ley contempla la existencia de una 
sola Casa de Estudios Superiores por 
Departamento” (La Prensa, junio del 2000).  

No obstante, ante la exigencia rigurosa de la 
población de El Alto, el gobierno tuvo que 
aceptar en algo, en sentido de que la Universidad 
sólo podía ser creada sin autonomía y, además, 
dependiente del gobierno (del Ministerio de 
Educación) al igual que la Universidad 
Pedagógica de Sucre4. Pues, desde el gobierno 
sostenían que la Universidad Pública de El 
Alto no podía ser autónoma, porque “ya no era 
necesario tener autonomía en estos tiempos de 
la globalización”. De manera concreta, el 
Viceministro Abruzzeze decía: 

Una autonomía meramente protectora es una 
autonomía suicida. Tal como se entiende, la 
autonomía fue uno de los grandes recursos de 
la sociedad en la lucha por la recuperación de 
la democracia, convirtiendo a las 
universidades en un interlocutor plenamente 
válido y en una caja de resonancia, pero ya no 
estamos en esa situación y vivimos la era de la 
globalización, en tanto hoy la Universidad ya 
no es un interlocutor válido. [Además], es fácil 
hacer una mala réplica como ellos [de El Alto] 
proponen, tener una Universidad con 45 
carreras sin saber si responderán a las 
necesidades del desarrollo de El Alto. No se 
quiere ir a la loca y crear carreras que no van a 
servir a la ciudad alteña (ANF, junio 2000). 

En la misma línea, el Ministro de Educación de 
aquel entonces, Tito Hoz de Vila –en el 

                                                           
4 La Universidad fue creada a través de un Decreto Supremo. 

momento en que el movimiento universitario 
estaba luchando por la autonomía–, emite el 23 
de mayo de 2003 un comunicado en el que 
muestra y expresa su oposición en contra del 
movimiento universitario autonomista y, a la 
vez, asume una posición a favor de los anti-
autonomistas. En ese momento, la fracción 
anti-autonomista estaba a la cabeza de Javier 
Tito Espinoza, quien había ejercido 
anteriormente el cargo de Director de una 
Unidad del Ministerio de Educación, 
dependiente del mimo Ministro Hoz de Vila.  

En aquel momento, Javier Tito tenía una 
relación directa con el gobierno y, a la vez, era 
militante del partido Acción Democrática 
Nacionalista (ADN). Por tanto, el vínculo 
político que tenía el gobierno con la fracción 
de los anti-autonomistas era evidente. Dicha 
situación se evidencia, por ejemplo, en un 
comunicado publicado por el Ministro de 
Educación Tito Hoz de Vila, que decía: 

El Concejo de Desarrollo Institucional (CDI) 
destituyó ilegalmente a Javier Sebastián Tito 
Espinoza, disposición que fue revocada por 
sentencia constitucional Nº 157/02-R de 19 
de diciembre de 2002, disponiendo que el 
recurrente sea destituido a su cargo (…). El 
Dr. Jorge Echazú ocupa ilegalmente el cargo 
de rector de la UPEA apoyado por un grupo 
reducido de estudiantes, con los cuales 
detentan precaria e ilegalmente los predios de 
Villa Esperanza de propiedad de esa 
Universidad (La Prensa, 23/05/2003). 

Luego, cuando el cargo del Ministerio de 
Educación fue ocupado por Hugo Carvajal, 
ésta autoridad asumió la misma posición que 
Tito Hoz de Vila, oponiéndose a la demanda 
de la autonomía universitaria y, a la vez, 
apoyando a Javier Tito Espinoza. Su actuación 
se basaba en las disposiciones del Tribunal 
Constitucional de la República, entidad que 
había emitido el 19 de diciembre de 2002 un 
fallo judicial a favor de Javier Tito. Es más, el 
Ministro Carvajal calificaba al movimiento 
universitario autonomista de ser un “puñado 
de estudiantes trotskistas” vinculados al 
Movimiento al Socialismo (MAS). 

[E]l Ministerio de Educación respeta el fallo 
del Tribunal Constitucional que reconoce 
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como rector a Javier Tito Espinosa, y formulo 
un llamado de atención a los estudiantes y 
padres de familia para que no se dejen 
engañar por grupúsculos dirigidos por 
trotskistas y militantes del partido 
Movimiento Al Socialismo (El Alteño, 
02/06/2003). 

Tal como se puede evidenciar, las autoridades 
gubernamentales del Poder Ejecutivo han 
asumido una serie de posiciones contrarias a la 
demanda de creación y autonomía de la 
Universidad Pública de El Alto. La causa de 
ésta oposición del gobierno se debió a un 
hecho concreto: obedeció a su carácter 
colonial, oligárquico y neoliberal del Estado. 
Desde la colonia hasta la actualidad, los 
gobiernos de turno ejercieron su dominio bajo 
la lógica colonial, basados en factores somáticos y 
culturales, en particular a partir del color de la 
piel (Quijano, 2005). Los pueblos indígenas y, 
además, los sectores populares han sido 
excluidos de las oportunidades económicas, 
políticas y, entre ellas, académicas de educación 
superior. Por esa razón, la creación de la 
Universidad en El Alto implicaba un riesgo 
para la oligarquía gobernante, pero tenía 
mucho significado para la juventud alteña. Los 
pueblos, que habían sido excluidos 
históricamente del derecho a la educación 
superior, estaban exigiendo por primera vez 
contar con su propia Universidad pública.  

b) Rol del Poder Legislativo 

El Congreso Nacional de Bolivia fue otra 
institución estatal que se ha opuesto a la 
demanda de la creación y autonomía de la 
Universidad Pública de El Alto. Se ha 
convertido también en otro de los adversarios 
del movimiento universitario, oponiéndose a la 
aprobación de la Ley de creación de ésta Casa 
Superior de Estudios. No obstante, ante la 
fuerza de las luchas y acciones colectivas 
desplegadas contra el Estado, tuvo que 
aprobarse el 5 de septiembre del 2000 la Ley 
Nº 2115, ley de creación de la Universidad. Sin 
embargo, dicha Ley no concedía autonomía a 
la Universidad de El Alto.  

Dicha Ley creó, además, una “instancia de 
fiscalización” bajo el denominativo: Consejo de 

Desarrollo Institucional. Pero lejos de ser una 
entidad fiscalizadora se convirtió de manera 
paradójica con potestades y competencias 
decisionales sobre las políticas académicas, 
institucionales y administrativas de la 
Universidad (Ley Nº 2115, 2000: Art. 2. III). 
Es más, dicha instancia, se convirtió en un 
órgano de gobierno universitario por encima 
de todas las instancias. A su vez, el Consejo de 
Desarrollo Institucional era ya juez y parte 
dentro de ésta Casa Superior de Estudios. 

De tal modo, con dicha Ley, el Congreso 
Nacional de la República determina crear la 
Universidad sin autonomía, ni cogobierno: 
intervenida y controlada por instituciones y 
organizaciones ajenas a la propia Universidad, 
como la Iglesia Católica, Sindicatos y 
Artesanos. De tal modo, son quebrantadas las 
propias disposiciones constitucionales, ya que 
el límite de la aprobación de toda Ley es la 
Constitución Política del Estado. No obstante, 
la Ley 2115 fue aprobada al margen de la Carta 
Magna. Tal como establecía la Constitución 
Política, las universidades públicas deben ser 
“…autónomas e iguales en jerarquía. La 
autonomía consiste en la libre administración 
de sus recursos, el nombramiento de sus 
rectores, personal docente y administrativo, la 
elaboración y aprobación de sus estatutos, 
planes de estudio y presupuestos anuales” 
(CPE, 2004: Art.185). 

Por otro lado, es importante conocer la actitud 
que ha asumido el Parlamento Nacional con 
relación a la designación del presupuesto económico 
para la Universidad Pública de El Alto. La Ley 
Nº 1551 del 20 de abril de 1994 (Ley de 
Participación Popular) establecía que la 
distribución de los recursos de coparticipación 
tributaria debe hacerse en los departamentos a 
través de los municipios y universidades. Los 
recursos que se destinaban a través de esa Ley 
a las universidades públicas equivalían –y aún 
continúa así– al 5% del total de los ingresos 
nacionales por concepto de impuestos. La 
citada Ley indicaba que los recursos de 
coparticipación tributaria “se distribuirá entre 
las municipalidades beneficiarias en función del 
número de habitantes de cada jurisdicción 
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municipal, y entre las universidades públicas de 
acuerdo al número de habitantes de la 
jurisdicción departamental en la que se 
encuentren (Ley 1551, 1994: Art. 21). 

Es decir, tomando en cuenta el número de 
habitantes de la jurisdicción –ciudad de El 
Alto– en la que se encuentra la Universidad, en 
el año 2003 debía recibir alrededor de 47 por 
ciento del presupuesto universitario del 
departamento5. La urbe alteña, según 
estimación del INE, poseía ese año 737.527 
habitantes. Mientras, a la Universidad Mayor 
de San Andrés correspondía el 53 por ciento 
de ese presupuesto, porque la jurisdicción en la 
que se encuentra –ciudad de La Paz– tenía 
836.831 habitantes6. Sin embargo, al momento 
de aprobase la Ley Nº 2115, y en la ocasión de 
modificarse la misma, el Parlamento Nacional 
de Bolivia decidió quitar el total de ese 
presupuesto económico a la Universidad de El 
Alto, favoreciendo así la Universidad Mayor de 
San Andrés. La disposición fue ratificada por 
Ley Nº 2556 del 12 de noviembre del 2003, e 
indica: “para efectos de aplicación de la 
coparticipación tributaria, la UMSA será la 
única beneficiaria en el departamento de La 
Paz” (Ley 2556, 2003: Art. 3).  

Entonces, tal como se puede comprender, la 
actitud que asumió el Poder Legislativo con 
relación a la Universidad Pública de El Alto fue 
nefasta, tanto en el momento de aprobación de 
la Ley Nº 2115 (05 de septiembre del 2000), y 
en la ocasión de aprobar la Ley Nº 2556 (12 de 
noviembre de 2003). La mayoría de los 
parlamentarios –entre ellos del MAS– se 
convirtieron en enemigos del movimiento 
universitario de El Alto, demostrando así una 
actitud negativa y discriminatoria a la juventud 
alteña y a la propia población de ésta urbe. 

Esa actitud negativa del Parlamento tiene 
sentido que se puede explicar a partir de dos 
factores. Primero, muchos parlamentarios de 
entonces, incluidos del MAS, tenían una 
relación directa con la Universidad Mayor de 
San Andrés, varios de ellos eran profesionales 

                                                           
5 Cifra estimada a partir de los datos del Ministerio de Economía y 
Finanzas Públicas, 2010. 
6 Instituto Nación de Estadísticas. La Paz, 19 de junio del 2010. 

titulados de esa Casa Superior de Estudios. 
Incluso algunos tenían relaciones laborales 
vigentes como docentes, situación que 
permitió favorecer a dicha Universidad. El 
segundo factor que influyó de manera 
significativa para que el Parlamento asuma esa 
actitud adversa con la Universidad Pública de 
El Alto, fue su carácter colonial-oligárquico y 
la composición social-criolla del Estado, ya que 
asumieron esa decisión adversa por la 
discriminación racial hacia el pueblo de El 
Alto, por ser de origen social indígena. 

c) Rol del Poder Judicial 

La otra institución del Estado que ha actuado 
de manera adversa contra la Universidad 
Pública de El Alto, durante aquel periodo, ha 
sido el Poder Judicial, en particular el Tribunal 
Constitucional. Las decisiones jurídicas que 
asumió dicha entidad jurídica en relación a la 
Universidad de El Alto fueron nefastas y 
adversas al interés de ésta Casa Superior de 
Estudios. La Ley Nº 2115 de 5 de septiembre 
del 2000, tal como se mostró, no concedía 
autonomía ni cogobierno a la Universidad 
Pública de El Alto, razón por la cual era 
cuestionada por la población universitaria. No 
obstante, dicha entidad actuó en contra de la 
propia Constitución del Estado.  

En 2001, el bloque autonomista –por medio 
del Comité de defensa de la Autonomía– interpuso 
un recurso de inconstitucionalidad parcial a la 
Ley Nº 2115, solicitando al Tribunal 
Constitucional a que derogue los artículos que 
contradecían a la Carta Magna (Memorial, 
31/10/2000: fjs.1), misma que es corroborada 
por el abogado que hizo el trámite: 

Una vez que sale la Ley Nº 2115, nosotros 
hemos presentado un recurso de 
inconstitucionalidad y hemos acudido a todos. 
En algunos casos nos han hecho perder 
tiempo, y en algunos casos nos decían que no, 
que va a salir improcedente. Pues, en ese 
entonces nos acercamos a varios diputados, 
porque no era fácil presentar en ese entonces. 
Entonces, como nosotros estábamos 
organizados en un Comité, bueno el 
compañero Edgar Ramos también era 
docente y comunicador social, y nos 
contactamos con Ángelo Porcel, quien era un 
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diputado de Potosí, curiosamente era del 
MIR. Este diputado conocía nuestra 
inquietud, creo que había sido dirigente 
universitario en su tiempo y conocía sobre el 
tema universitario. Entonces a través de él 
presentamos formalmente el recurso de 
inconstitucionalidad contra algunos artículos 
de la Ley Nº 2115 para que ésta Universidad 
tenga autonomía (Gualberto Cussi, 
18/07/2010). 

El fundamento central de la demanda era que 
la “Ley Nº 2115 ha creado a la Universidad 
Pública de El Alto sin autonomía en flagrante 
violación e infracción de la Constitución 
Política del Estado y los principios de la 
autonomía universitaria” (Fjs.3). La 
Constitución Política del Estado de aquel 
entonces –y también la actual– consagraba que 
“las universidades públicas son autónomas e 
iguales en jerarquía” (CPE, 2004: Art. 185). 
Según la supremacía jurídica constitucional 
sólo puede haber dos tipos de universidades: 
las privadas, bajo la tuición del Estado; y las 
públicas, con autonomía. Sin embargo, la 
Universidad Pública de El Alto no estaba 
dentro de ese marco jurídico.  

Los otros argumentos de aquella demanda era 
que la carta magna estipulaba –y que continúa 
en la Constitución de ahora– lo siguiente: la 
autonomía consiste en “la libre administración 
de sus recursos, el nombramiento de sus 
rectores, personal docente y administrativo, la 
elaboración y aprobación de sus estatutos, 
planes de estudios y presupuestos anuales” 
(CPE, 2004: Art. 185. Parág. I). Entonces, bajo 
ese marco jurídico-legal, la Ley Nº 2115 era 
inconstitucional y quebrantaba el Art. 228 de la 
Carta magna de aquel entonces, que a la letra 
decía: “La Constitución Política del Estado es 
la Ley suprema del ordenamiento jurídico 
nacional. Los tribunales, jueces y autoridades la 
aplicarán con preferencia a las leyes, y éstas 
con preferencia a cualquiera otras 
resoluciones” (CPE, 2000: Art. 228).  

Por tanto, la Constitución Política del Estado, 
por su carácter de supremacía jurídica, tenía 
plena vigencia y fuerza legal, de cumplimiento 
obligatorio (Memorial, 31/10/2000: Fjs.5 y 6). 
Sin embargo, el Tribunal Constitucional de 

Chuquisaca, el 15 de agosto del 2001 emite el 
fallo sin respetar la carta magna, y dice: 

El Tribunal Constitucional, en virtud de la 
jurisdicción que ejerce por mandato de los 
artículos 120-1ª de la Constitución Política del 
Estado, 7 Inc. 1) y 54 y siguientes de la Ley 
Nº 1836, declara la constitucionalidad del art. 2 en 
sus parágrafos I al VIII, último párrafo del art. 
4, primera parte del Art. 5, art. 6 y 
disposiciones transitorias en sus art. 1 y 2 de 
la Ley Nº 2115 de 5 de septiembre de 2000, 
emitida por el Congreso Nacional y el Poder 
Ejecutivo, respectivamente (Sentencia Nº 
67/01). 

En ese entonces el Tribunal Constitucional, 
asumió una posición adversa al movimiento 
universitario autonomista. Con esa resolución 
se habría constitucionalizado de manera 
aparente la Ley Nº 2115, eliminando así la 
autonomía universitaria. Sin embargo, ésta 
decisión nefasta del Tribunal, se habría dado a 
partir de una relación que habían tenido los 
magistrados y jueces de aquel entonces con el 
Poder Ejecutivo y con las autoridades de la 
Universidad Pública de El Alto, en particular 
con Javier Tito Espinoza. Ésta situación es 
testimoniada por el propio docente que hizo 
los trámites de ese recurso ante esa instancia: 

Tantos viajes que hemos hecho en ese 
entonces; y nos enteramos posteriormente. 
Me acuerdo por entonces, me encontré 
posteriormente con uno que ha sido mi 
profesor cuando yo era estudiante, quien era 
uno de los magistrados del Tribunal 
Constitucional, me encontré en Sucre con 
otros temas. Bueno, él me ha dado todos los 
detalles cómo han incidido en ese fallo desde 
las autoridades de la UPEA7, pero sobre todo 
cómo han incidido desde el gobierno para que 
el recurso sea improcedente. Entonces, así ha 
sido (Gualberto Cussi, 18/07/2010). 

Luego, el 19 de diciembre del 2002, después de 
la destitución de Javier Tito Espinoza, del 
cargo de máxima autoridad universitaria, el 
propio Tribunal Constitucional emite otro fallo 
en contra del movimiento universitario 
autonomista, favoreciendo también a Javier 

                                                           
7 En ese entonces, el Rector de la Universidad Pública de El Alto ya 
era Javier Tito Espinoza. 
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Tito. Ésta vez, el recurso fue interpuesto por el 
propio Tito en contra de los miembros del 
Consejo de Desarrollo Institucional, ya que 
había sido destituido anteriormente por la 
comunidad universitaria, misma que ha sido 
refrendada por la Resolución de ese Consejo.  

De tal modo, Tito hizo la solicitud de amparo 
para que se revoque la resolución del CDI a fin 
de ser restituido en el cargo de Rector. En el 
recurso de su amparo, la ex-autoridad alegaba 
que fueron vulnerados sus derechos y 
garantías, entre ellos: derecho al trabajo y 
derecho a la defensa (SC-Nº 1579/2002). La 
“sentencia constitucional” salió a favor del 
solicitante Javier Tito y decía lo siguiente:  

El Tribunal Constitucional, en virtud de la 
jurisdicción y competencia que le conceden 
los arts. 19-IV y 120. 7ª de la CPE y los arts. 
7, 8 y 102 V. LTC en revisión, resuelve: (…) 
“Declarar procedente el recurso [interpuesto por 
Javier Tito], disponiendo que el recurrente sea 
restituido a su cargo…” (Sentencia Nº 
1579/02-R, 2002: art. 2). 

Tal como se puede evidenciar, durante la lucha 
de la población universitaria de El Alto, el 
Poder Judicial –en particular el Tribunal 
Constitucional– emitió fallos judiciales en 
contra de las aspiraciones de la población 
universitaria de El Alto y favoreció a los 
adversarios de la Universidad de El Alto. Con 
este tipo de decisiones, la entidad encargada de 
vigilar y garantizar el cumplimiento de la 
Constitución Política del Estado actuó de 
manera adversa y obstaculizó la demanda de la 
consolidación de ésta Universidad.  

Ese comportamiento nefasto de dicha entidad 
del Estado también tiene sus explicaciones. Se 
puede entender y explicar a partir de varios 
factores que han influido en ello. Al menos se 
puede atribuir a tres factores: 1) las relaciones 
prebenales y recompensas económicas que 
hubo a favor de los magistrados, ya que Tito 
Espinoza había pagado a los jueces y 
magistrados para que el fallo se dictamine a 
favor suyo; 2) la injerencia política del gobierno 
y su influencia en el Poder Judicial y, además, 
3) la relación que había entre las autoridades de 
la Universidad Pública de El Alto con el 

gobierno de turno, ya que Tito era militante del 
partido gobernante y tenía vínculos con el 
poder político de entonces.  

3. La Universidad Mayor de San Andrés  

Durante la lucha universitaria de El Alto, las 
autoridades de la Universidad Mayor de San 
Andrés también se opusieron a la creación y 
autonomía de la Universidad Pública de El 
Alto. La causa principal de aquella oposición 
posiblemente se haya dado por conservar el 
presupuesto económico universitario del 
departamento de La Paz, únicamente a favor 
de esa Universidad. Pues, su objetivo era que la 
Universidad Pública de El Alto no se beneficie 
de los recursos económicos que otorgaba el 
Estado por concepto de coparticipación 
tributaria a través de la Ley Nº 1551 de 1994, 
cuya designación corresponde en base al 
número de habitantes. 

La UMSA siempre se oponía a nosotros. 
Cuando íbamos a marchar hacia abajo, para 
exigir nuestra Ley, siempre éramos objeto de 
agresiones verbales, insultos. Cuando 
sabemos estar marchando por el prado por 
ahí nos insultaban diciendo: “indios”, 
“alteños” y una serie de adjetivos despectivos 
hacia nosotros, hacia los compañeros que 
sabemos estar marchando. Algunas veces 
también nos criticaban, nos decían: “estos 
yocallas nunca se cansan, joden que joden”. Así 
nos trataban, incluso hasta sus propios 
profesionales nos criticaban, ni querían venir a 
El Alto, lo veían como lo peor a la 
Universidad de El Alto. Pero ahora que la 
Universidad ya está bien, con autonomía y 
presupuesto, veo que las mismas personas que 
nos discriminaban están trabajando aquí 
(Bosco, 18/03/2010). 

Ese testimonio sobre el papel de algunos 
miembros de la Universidad de San Andrés, en 
contra de los jóvenes movilizados de la ciudad 
de El Alto, denota que estaban teñidas incluso 
de matices de racismo y discriminación. Pero 
quienes se opusieron, sobre todo, de manera 
explícita, visible y permanente desde la 
Universidad de la hoyada contra la demanda de 
la Universidad Pública de El Alto han sido sus 
máximas autoridades y representantes 
estamentarios. Se opusieron durante todo el 
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periodo de lucha, desde el año 2000 hasta el 
año 2003. 

a) Rol de las autoridades de la UMSA 

En momentos en que la población de El Alto y 
los postulantes universitarios determinaron 
tomar físicamente los predios de Villa 
Esperanza, para fundar la Universidad Pública 
de El Alto, el entonces Rector de la 
Universidad Mayor de San Andrés, Gonzalo 
Taboada, emitió una declaración en contra de 
los hechos del 1º de mayo de 2000. Por 
ejemplo, en una emisora local, Taboada 
amenazó con hacer procesos penales en la 
justicia ordinaria a todos los líderes y 
representantes que habían encabezado la toma 
física aquel 1º de mayo, suceso que ha dado 
lugar a la fundación de la Universidad Autónoma 
de El Alto. Sobre el hecho, Taboada decía: 

Se ha cumplido la amenaza del Comité Pro-
Universidad de El Alto, al haberse 
introducido en parte de los predios de la 
Universidad de El Alto de Villa Esperanza 
[Unidad Académica de UMSA], rompiendo 
algunas puertas. La Universidad [UMSA] ha 
identificado al promotor de este tema, y 
mañana tomaremos las medidas legales por 
invadir la propiedad; además por forzarla de 
manera violenta, y llevaremos adelante todo lo 
que la Ley nos permite hacer (Radio 
Panamericana, 01/05/2000). 

En relación a la propiedad del terreno, espacio 
en el que están los Bloques A y B de la 
Universidad de El Alto, se debe señalar que 
anteriormente era un lugar público de área 
verde de la Urbanización Villa Esperanza. No 
era propiedad de la UMSA, tal como sostenía 
Taboada; fue cedida de manera gratuita a esa 
Universidad por los vecinos de la zona, misma 
que ha sido formalizada el 27 de julio del año 
1989 por la Alcaldía de El Alto. De tal modo, 
la Universidad Mayor de San Andrés no 
invirtió ni un centavo en aquel terreno. El 
objetivo con el cual fue donado dicho terreno a 
esa Universidad era para que constituya una 
Unidad Académica y se implemente el 
funcionamiento de varias carreras para la 
educación superior de los estudiantes de El 
Alto (Testimonio Nº 46 de 1989). 

El terreno fue donado de manera gratuita, para 
que la juventud de El Alto reciba formación 
académica de aquella Universidad en la ciudad 
de El Alto. Sin embargo, dichas demandas y 
expectativas no fueron cubiertas por la 
institución mencionada. Por esa razón, los 
alteños decidieron tomar y fundar otra 
Universidad en esos ambientes. Según los 
testimonios de algunos actores del momento, 
las autoridades de la Universidad de San 
Andrés habrían procesado a varios docentes y 
estudiantes de la Universidad de El Alto, en 
particular a los que habían liderado la toma 
física de los predios aquel 1º de mayo. 

Inicialmente, yo me acuerdo que había varias 
querellas, juicios penales contra los que 
habíamos tomado físicamente los predios de 
la Universidad. Nos hacían querellas contra 
los que pasábamos clases, como yo también 
era autoridad entonces también nos hicieron 
varias querellas y procesos. Los que nos 
hacían esos procesos eran sus autoridades de 
la UMSA a través de sus instancias jurídicas, 
desde su Dirección Jurídica. También su 
Consejo Universitario sacaban sus votos 
resolutivos en contra nuestra. En otras 
palabras, la UMSA era una oposición (Cussi, 
18/07/2010). 

b) Rol de los representantes de la UMSA  

La dirigencia de la Universidad Mayor de San 
Andrés, en particular su Secretario Ejecutivo 
de la Federación Universitaria Local –Diego 
Salazar8– tuvo que convertirse en otro de los 
adversarios del movimiento universitario de El 
Alto. Se oponía a la demanda de creación de la 
Universidad Pública de El Alto en el año 2000. 
En ese entonces, Salazar decía:  

Frente a la posición [de crear la Universidad 
en El Alto] se debe asumir una posición firme 
para enfrentar estas posiciones políticas, 
porque están muy lejanas de la académica y la 
excelencia académica al interior de la 
Educación Superior en el país. Estamos a la 
espera de lo que pueda suceder en la 
Comisión negociadora de alto nivel, pero que 
la posición será mantenida, tanto por los 
estudiantes como por el Rector de la UMSA 

                                                           
8 Luego de la caída de Gonzalo Sánchez de Lozada, Diego Salazar fue 
sustituido de la FUL y expulsado de la Universidad. 
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en la reunión que se viene manteniendo 
(Última Hora, 18/05/2000). 

En el año 2000, para el mencionado 
representante estudiantil de esa Universidad, la 
demanda de la juventud de El Alto era una 
mera utopía, sin ninguna posibilidad real en el 
futuro; a su vez, era considerada como un 
hecho demagógico. Luego, el 2003, la propia 
dirigencia continúa oponiéndose a la demanda 
de la autonomía de ésta Casa Superior de 
Estudios. De tal modo, emitió un manifiesto 
público, rechazando los intentos de la 
modificación de la Ley Nº 2115 para que la 
Universidad Pública de El Alto no tenga ni 
logre su autonomía. Desde su perspectiva, el 
hecho de que la Universidad de El Alto lograse 
conquistar su autonomía, implicaba un 
“atentado a los intereses de la UMSA”. De 
manera concreta, el manifiesto de la 
Federación Universitaria Local, decía: 

En relación a los intentos de modificación de 
la Ley 2115 de creación de la UPEA, la 
Federación Universitaria Local [UMSA] 
manifiesta lo siguiente: 1. Que la modificación 
de la Ley 2115 significa en los hechos un 
atentado contra la Universidad Mayor de San 
Andrés, porque afecta gravemente su 
presupuesto al cercenar varias decenas de 
millones de bolivianos (…).Por tanto la FUL 
resuelve: 1º Rechazar la modificación de la 
Ley 2115 por ser esta atentatoria a los 
intereses de la UMSA y del propio sistema 
democrático. 2º Declarar en estado de 
emergencia y movilización al movimiento 
estudiantil ante cualquier intento de discusión 
o modificación de dicha Ley (El Alteño, 
03/06/2003). 

Ante esa adversidad de las autoridades y 
representantes de la Universidad Mayor de San 
Andrés, en contra de la demanda de la 
autonomía de la Universidad Pública de El 
Alto, el movimiento universitario de El Alto 
tuvo que soportar todo tipo de impedimentos. 
Otro hecho peculiar, que sucedió en el año 
2003, fue que en un Consejo Nacional de 
dirigentes universitarios de Bolivia, realizado 
en la ciudad de Oruro, un grupo de choque de 
la Universidad de San Andrés habría intentado 
agredir físicamente a los estudiantes de la 

Universidad Pública de El Alto. El testimonio 
de un estudiante que había participado, dice:  

Una vez había un congreso universitario en 
Oruro, esa vez nos hemos enfrentado con un 
grupo de choque que ha llevado la UMSA, 
han llegado de tres buses a boicotear el 
Congreso [de estudiantes] para que no se 
lleve, porque en ese Congreso estaba el tema 
de la UPEA para que entre al sistema 
universitario y que se le dé la autonomía de 
manera inmediata, eso se ha aprobado en 
Oruro. Entonces, ese grupo de choque ha 
actuado de manera más grosera. A nosotros 
nos han salvado otros estudiantes de otras 
universidades, nos han sacado disfrazados, 
nos han querido matarnos ese grupo de 
pandilleros, y los compañeros de otras 
universidades que nos han defendido se han 
enfrentado con ellos, pero les han cortado el 
cuello a un compañero de Santa Cruz esos de 
la UMSA, cerca la yugular, le han cortado por 
defendernos a nosotros, porque los de la 
UMSA no querían que tengamos autonomía 
(Javier Machaca, 15/03/2010). 

Durante ese periodo, las autoridades y 
representantes de la Universidad Mayor de San 
Andrés utilizaron, además, otros mecanismos y 
métodos para oponerse al movimiento 
universitario de El Alto. Tiene que ver con el 
uso político que se hizo del folklore, esto en la 
entrada universitaria que se realiza cada año en 
conmemoración de su autonomía universitaria. 
Sobre este hecho, un estudiante de aquel 
entonces testimonia: 

La UMSA, como tiene siempre su entrada 
universitaria en julio de cada año, su entrada 
del aniversario de autonomía, ellos bailaban su 
entrada con pancartas, que decían: “sí a la Ley 
2115, no a la autonomía de la UPEA”. Esa 
pancarta llevaba todos los estandartes, de cada 
comparsa, no querían saber nada de nosotros 
(Gloria Torres, 03/09/2010). 

Ahora bien, el hecho de que las autoridades y 
representantes de la Universidad Mayor de San 
Andrés se hayan opuesto a la demanda del 
movimiento universitario de El Alto y, además, 
hayan logrado apoyo de distintos espacios de 
poder político del Estado se debe a que esa 
Universidad tuvo agentes o personeros en el 
Gobierno, en el Parlamento y en el Poder 
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Judicial de Bolivia. Es más, había 
representantes de la Universidad de San 
Andrés, sobre todo del grupo de poder, en el 
propio Comité Ejecutivo de la Universidad 
Boliviana, tal es el caso de Gonzalo Taboada, 
quien –antes de ser Secretario Ejecutivo del 
CEUB– fue rector de esa Casa Superior de 
Estudios. Entonces, este tipo de relaciones que 
tuvo la UMSA, a través de sus personeros y/o 
representantes, facilitó obtener apoyo de 
distintos espacios de poder para obstaculizar y 
oponerse a la demanda de la creación y 
autonomía de la Universidad de El Alto. 

Pese a esas relaciones, los principales factores 
que determinaron para que se dé dicha 
oposición a la demanda de la creación y 
autonomía de la Universidad Pública de El 
Alto posiblemente hayan sido: 1) el interés 
económico presupuestario y 2) la búsqueda del 
monopolio de la educación superior 
universitaria. De tal modo, durante la lucha del 
movimiento universitario de El Alto, 
estuvieron en juego los intereses económicos 
de la UMSA vinculados al monopolio de la 
educación universitaria en el departamento 
paceño. ¿Cómo se explica esto? Veamos. 

Primero. Los recursos económicos que destina 
el Estado por concepto de coparticipación 
tributaria a las universidades públicas del 
departamento de La Paz alcanzan actualmente 
a bs.- 261.321.786 (doscientos sesenta y un 
millones trescientos veintiún mil setecientos 
ochenta y seis bolivianos)9. Sin embargo, la 
Universidad Pública de El Alto no percibe ni 
un centavo de esos recursos, sino la única que 
se beneficia es la UMSA.  

Tomando en cuenta los indicadores y 
parámetros que fija la Ley Nº 1551 para la 
distribución del presupuesto universitario del 
departamento10, ésta Casa Superior de Estudios 
debiera recibir la suma de bs.- 138.500.547 
(ciento treinta y ocho millones quinientos mil 
quinientos cuarenta y siete bolivianos), 
equivalente al 53 por ciento del presupuesto 

                                                           
9 Datos obtenidos del Ministerio de Economía y Finanzas, 2010. 
10 La distribución económica que fijaba la Ley Nº 1551 se basa en la 
población de habitantes de la circunscripción en la que se encuentra 
cada Universidad. Dicho parámetro fue ratificada por Ley Nº 031. 

universitario departamental, debido a que la 
ciudad de El Alto cuenta con 960.767 
habitantes, según la estimación del INE. 
Mientras, a la UMSA le corresponde bs.- 
122.821.239 (ciento veintidós millones, 
ochocientos veintiún mil doscientos 
treintainueve bolivianos), equivalente a 47 por 
ciento, puesto que la hoyada paceña, 
circunscripción en la que se encuentra la 
UMSA, tiene una estimación de 840 209 
habitantes para este año 2010. 

Entonces, la privación del presupuesto de 
coparticipación tributaria a la Universidad 
Pública de El Alto obedeció en parte a la 
influencia y presión ejercida por parte de 
autoridades y representantes de la UMSA hacia 
el Poder Ejecutivo y el Parlamento. Se 
opusieron a la redistribución económica del 
presupuesto universitario en el departamento 
de La Paz, y se negaron a destinar y beneficiar 
a la Universidad de El Alto. Esta situación se 
muestra por ejemplo, en la decisión asumida 
por el Consejo Universitario de la UMSA el 3 
de septiembre del 2003, en la que se ha 
condicionado la modificación de la Ley Nº 
2115, indicando que no se afecte al 
presupuesto de aquella Universidad. Sobre ese 
accionar, su Vicerrector Fernando Cajías 
manifestaba lo siguiente: “si se garantiza que 
no se tocarán los recursos de la UMSA, 
levantamos la objeción a la modificación de la 
Ley 2115” (El Alteño, 06/09/2003). 

Segundo. La intensión del monopolio de la 
educación superior en el departamento de La 
Paz es otro de los factores que explican la 
oposición al movimiento universitario de El 
Alto por parte de las autoridades y 
representantes de aquella Universidad. En el 
departamento, la formación superior era 
únicamente brindada por la Universidad Mayor 
de San Andrés, al menos en lo fiscal. Dicha 
situación permitía, en cierta medida, brindar la 
formación universitaria solamente a los 
sectores sociales que gozaban condiciones 
económicas elevadas, siendo excluidos los 
estudiantes de condiciones económicas bajas, 
entre ellos los jóvenes aimaras de El Alto.  
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Ese monopolio de formación superior y 
exclusión académica a sectores sociales de 
origen indígena, de condiciones económicas 
bajas, permitió mercantilizar en cierta medida 
la educación universitaria en La Paz. De esas 
oportunidades de educación universitaria 
gozaban,  más que todo, aquellas familias de 
condiciones económicas elevadas. Es más, los 
cursos de postgrado  fueron privatizados, lo 
cual dio lugar a que los ingresos económicos 
sean aprovechados por las élites universitarias. 
Dicha situación permitía a la Universidad 
Mayor de San Andrés monopolizar, no solo la 
educación superior, sino, también los ingresos 
económicos por concepto de timbres, títulos 
de bachiller, diplomas académicos, títulos en 
provisión nacional, entre otros ingresos.  

De tal modo, el trasfondo de la oposición de 
las autoridades y los representantes de la 
Universidad Mayor de San Andrés a la 
demanda de creación y autonomía de la 
Universidad Pública de El Alto estuvo además 
determinado a partir de intereses económicos. 
Es más, estaba en juego y en disputa el 
monopolio de la educación superior en todo el 
departamento de La Paz. 

4. El Sistema Universitario de Bolivia 

El Sistema Universitario está compuesto por 
todas las universidades públicas y autónomas 
que existen en toda Bolivia 11. Denominado 
también Universidad Boliviana, y sus órganos 
de gobierno son: Congreso Nacional de 
Universidades y la Conferencia Nacional de 
Universidades (Estatuto Orgánico, 2003: Art.11) 
y la máxima instancia de decisión es el 
Congreso, el cual se realiza cada cuatro años. 
La Conferencia es el órgano de gobierno que 
asume las decisiones de la Universidad 
Boliviana entre uno y otro congreso, la misma 
se realiza dos veces al año (2003: Art. 19).  

                                                           
11 La Universidad más antigua de Bolivia es la San Francisco Xavier de 
Chuquisaca, misma que fue fundada el 27 de marzo del año 1624, y las 
demás universidades fueron creadas posterior a ella: San Andrés de La 
Paz, 1830; San Simón de Cochabamba, 1832; Tomas Frías de Potosí, 
1892; Universidad Técnica de Oruro, 1892; Gabriel René Moreno de 
Santa Cruz, 1879; Misael Caracho de Tarija, 1946; José Ballivián de 
Beni, 1967; Siglo XX de Llallagua (Potosí), 1986; Universidad 
Amazónica de Pando, 1993; finalmente, la Universidad Pública de El 
Alto, 2000, oficializándose su creación el 5 de septiembre del mismo 
año. 

El representante máximo del Sistema 
Universitario es el Comité Ejecutivo de la 
Universidad Boliviana (CEUB), compuesto por 
nueve Secretarios Nacionales, quienes son 
elegidos en el Congreso Nacional de las 
Universidades. Durante la lucha del 
movimiento universitario de El Alto (2000 a 
2003), los máximos representantes de la 
Universidad Boliviana, compuesto por el 
Comité Ejecutivo, se opusieron también a la 
demanda de la creación y autonomía de la 
Universidad de El Alto, rechazando muchas 
veces la demanda de la juventud alteña.  

a) Las conferencias y el Congreso de las Universidades 

Durante aquella época, desde las máximas 
autoridades del Sistema Universitario no 
aceptan que la ciudad de El Alto tenga su 
propia Casa Superior de Estudios, sino, lo 
único que propusieron –tal como se dijo– era 
la apertura de una Unidad Académica de la 
Universidad Mayor de San Andrés en El Alto. 
Más que todo, esta actitud opositora a la 
demanda del movimiento universitario de El 
Alto era asumida por la cúpula de las 
autoridades del Comité Ejecutivo de la 
Universidad Boliviana, situación que influyó 
además en las Conferencias y en el Congreso 
Nacional del Sistema Universitario. 

Un hecho evidente de esa actitud opositora se 
dio por ejemplo durante el momento de la 
aprobación de la Ley Nº 2115. En ese 
entonces, la III Conferencia Nacional 
Ordinaria de Universidades, llevada a cabo el 5 
y 6 de diciembre del 2000 –en cuyo temario 
estaba el tratamiento de la Ley de la 
Universidad Pública de El Alto– expresó su 
rechazo a la creación de ésta Casa Superior de 
Estudios y decidió que el Comité Ejecutivo de 
la Universidad Boliviana no participe en el 
proceso de organización académica de la 
Universidad de El Alto12 (CEUB: Informe, 
22/01/2001).  

Esa actitud opositora de la cúpula del Sistema 
Universitario, a la demanda del movimiento 
universitario de El Alto, continuó el año 2003. 

                                                           
12 La Ley 2115 de 5 de septiembre del 2000, señalaba que el Comité 
Ejecutivo de la Universidad Boliviana (CEUB) debía participar en el 
proceso de implementación de la Universidad Pública de El Alto.  
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En esa etapa, se exigía la autonomía para la 
Universidad de El Alto. Y en el X Congreso 
Nacional de las Universidades de Bolivia, 
realizado en la ciudad de Cobija del 
departamento de Pando (del 26 al 30 de mayo 
del 2003), se decidió aprobar un documento 
que muestra la disconformidad con la creación 
de la Universidad Pública de El Alto. Debido a 
ello, en la parte considerativa del documento se 
aducía lo siguiente:  

En éste ámbito [2003], las experiencias 
recientes son desalentadoras, en muchos 
sentidos, como es el caso de creación de 
universidades sin la adecuada planificación y 
concepción de lo que debe ser una 
Universidad moderna, como es el caso de la 
Universidad de El Alto de La Paz (Documento 
del X Congreso, 2003: 21. Cursivas nuestras). 

Como se puede advertir, desde el inicio de la 
demanda de creación de la Universidad para El 
Alto, hasta la conquista de su autonomía, la 
cúpula del Sistema Universitario se convirtió 
en otro de los adversarios del movimiento 
universitario de El Alto y construyó una serie 
de argumentos para oponerse. Los discursos en 
contra de la demanda de la creación y 
autonomía de la Universidad Pública de El 
Alto eran emitidos, sobre todo, por la cúpula 
del Comité Ejecutivo del Sistema Universitario, 
oponiéndose a la demanda de la juventud de la 
ciudad de El Alto.  

Referente al X Congreso Nacional de 
Universidades, un estudiante rememora la 
manera cómo se llevó el evento y de qué 
manera se ha tejido los asuntos dentro de ese 
“proceso deliberativo”. Tiene que ver además 
con el tipo de decisiones que se han adoptado 
en relación a la Universidad de El Alto: 

En 2003 había el Congreso de Universidades 
en Pando, era mi primera experiencia (…). 
Para que uno sea elegido como Comité 
Ejecutivo de la Universidad Boliviana, un día 
antes, les llevan a farrear a los delegados, 
hacen lleno de diversión y una perdición total, 
les llevan ahí, y ahí les convencen y les dan 
dinero. Entonces, ahí todos se han vendido y no 
nos han dado respaldo que nos deberían haber dado, 
la resolución que hemos sacado [los estudiantes] en 

Oruro13 ya no han tomado en cuenta allá en Pando, 
ya no han leído (Javier Machaca, 15/03/2010.). 

Analizando sobre la actitud de las cúpulas del 
Sistema Universitario de aquel entonces, se 
puede decir que su oposición a la demanda de 
creación y autonomía de la Universidad Pública 
de El Alto obedeció a distintos factores. 
Primero, había recibido una presión política de 
las autoridades y representantes de la 
Universidad Mayor de San Andrés ya que, a su 
vez, del evento salió como nuevo Secretario 
Ejecutivo de Comité Ejecutivo el que antes era 
Rector de la misma universidad citada, nos 
referimos a Gonzalo Taboada. Segundo, al 
parecer, el Sistema Universitario –en particular 
el sector de autoridades y docentes– ha 
percibido a la población y a la Universidad 
Pública de El Alto con cierta desconfianza por 
su naturaleza rebelde. 

Y, un último factor que podría el asunto es el 
carácter colonial de las cúpulas del Sistema 
Universitario de Bolivia. Negar la educción 
superior a la población de El Alto –de mayor 
composición social indígena– era algo natural 
para las cúpulas del Sistema Universitario para 
conservar las estructuras coloniales de poder y 
los privilegios económicos en Bolivia.  

Esta situación se demuestra, por ejemplo, con 
la actitud asumida, de manera muy diferente, 
en relación a las universidades privadas: 
Universidad Católica y Escuela Militar de 
Ingeniería. Pues, estas universidades han sido 
admitidas en el Sistema Universitario Público 
sin que sean públicas, ni que tengan 
autonomía, ni co-gobierno. Mientras, a la 
Universidad Pública de El Alto se la negó su 
ingreso, pero a las privadas se admitieron sin 
ningún problema. Ahí el carácter colonial de 
las autoridades y representantes del Sistema 
Universitario de aquel entonces, ya que ambas 
universidades privadas eran –y aún la siguen– 
de carácter colonial y elitista, basadas en las 
estructuras administrativas coloniales.  

b) El Comité Ejecutivo de la Universidad Boliviana 

                                                           
13 Se refiere a la Resolución que se había emitido en el Consejo 
Nacional de Dirigentes Universitario de Bolivia (en ese mismo año), 
respaldando la demanda de  autonomía para la Universidad de El Alto. 
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El movimiento universitario de El Alto tuvo 
que además enfrentarse al accionar negativa del 
Comité Ejecutivo de la Universidad Boliviana 
(CEUB) en concreto. Esta entidad, a nombre 
de la Universidad Boliviana, se opuso también 
a la creación y autonomía de ésta Casa Superior 
de Estudios. En el año 2000, el Secretario 
Ejecutivo del CEUB –Juan Cuevas– se opuso a 
la creación de la Universidad Pública de El 
Alto. En sus declaraciones indicaba lo 
siguiente: 

La apertura de una nueva Universidad Pública 
[en El Alto], sería un mal antecedente para la 
educación superior (…), somos bastante 
claros, acataremos las decisiones del Congreso 
Nacional de Universidades, la Universidad 
Mayor de San Andrés de La Paz tiene todas 
las condiciones adecuadas para funcionar en 
El Alto (Última Hora, 19/05/2000). 

Esta actitud adversa de Juan Cuevas muestra 
que, de manera implícita, asumía una posición 
contraria a la demanda alteña y evidencia su 
afinidad con la Universidad Mayor de San 
Andrés. Aduce además que debiera ser ella la 
encargada de descentralizar sus unidades 
académicas en El Alto sin tomar en cuenta que 
no tuvo éxitos ese asunto. A su vez, justificaba 
su oposición a la demanda del movimiento 
universitario, catalogando a la ciudad de El 
Alto como un “barrio urbano” que no debía 
hacer esa demanda. En sus propias versiones, 
Cuevas afirmaba:  

A partir de esa exigencia [de crear la 
Universidad], no sólo por departamentos, sino 
por ciudades, fácilmente se podría exigir 
universidades por barrios. Con la creación de 
una Universidad en El Alto, ciudades como 
Quillacollo, Tupiza, Charagua, Gran Chaco y 
otras regiones, también exigirían tener su 
propia Universidad autónoma (Última Hora, 
19/05/2000). 

Del mismo modo, el argumento del Comité 
Ejecutivo de la Universidad Boliviana, para 
justificar su oposición a la demanda de la 
Universidad alteña, se basaba en cuestiones 
jurídicas. Se sostuvo que “las leyes del país no 
permiten crear dos universidades en un sólo 
departamento”. De tal modo, el Comité 
Ejecutivo de la Universidad Boliviana se 

convirtió en otro de los principales adversarios 
del movimiento universitario de El Alto. En 
parte, sus argumentos se basaron en torno a los 
mismos discursos del gobierno, encubiertos 
bajo justificaciones jurídicas, que permitió 
develar su actitud negativa hacia la juventud 
movilizada de El Alto.  

Luego, en el año 2003, durante la lucha por la 
autonomía de la Universidad Pública de El 
Alto, de la Secretaría Ejecutiva del Comité 
Ejecutivo de la Universidad Boliviana se hizo 
cargo Gonzalo Taboada – anterior rector de la 
Universidad Mayor de San Andrés–. En ese 
periodo, el accionar del Taboada se hizo más 
adversa y con más indiferencia en relación a la 
Universidad alteña. En algunos momentos, 
Taboada asumía posiciones políticas más 
propias de las autoridades de la Universidad 
Mayor de San Andrés que de la propia 
Universidad Boliviana a la que representaba. 
Por ejemplo, en julio de 2003, cuando las 
movilizaciones universitarias se tornaban más 
fuertes ante el Parlamento, Taboada decía: 

El Comité Ejecutivo de la Universidad 
Boliviana (…) exige que la medida sea 
aplicada en el marco del respeto pleno de la 
Constitución Política del Estado (CPE) que 
otorga a las universidades colectivas la 
atribución de aceptar o no a otros miembros. 
El Congreso de la República no puede 
imponer al sistema universitario una norma y 
vulnerar la Carta Magna para favorecer a algo 
más de tres mil universitarios alteños (…). Se 
debe actuar con más seriedad para no dañar a 
nadie y encontrar un punto de consenso, que 
radicará en que la UPEA obtenga su 
autonomía, pero con la condición de que no 
se vulnere los estados financieros de las 
demás casas de estudios superiores públicas, 
principalmente de la UMSA (Prensa digital, 
30/07/2003). 

Haciendo un análisis sobre la actitud asumida 
por el Comité Ejecutivo de la Universidad 
Boliviana, se puede indicar que obedeció en 
parte a las decisiones emanadas de las 
Conferencias y Congresos Nacionales de las 
Universidades de Bolivia a partir de la 
influencia de las viejas cúpulas del Sistema 
Universitario. Aunque en la etapa de demanda 
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de creación de la Universidad de El Alto –
durante la gestión de Juan Cuevas– la actitud 
negativa asumida por esa instancia era más 
institucional y moderada. Mientras, durante la 
etapa en que la Secretaría Ejecutiva del Comité 
Ejecutivo de la Universidad Boliviana era 
ocupada por Gonzalo Taboada (Ex-Rector de 
UMSA), la actitud negativa de ésta autoridad 
ha sido más intransigente y personal en contra 
de la Universidad de El Alto. 

5. Rol de los anti-autonomistas 

El origen de los anti-autonomistas en la 
Universidad Pública de El Alto data del año 
2000, luego de la promulgación de la Ley Nº 
2115. Tal como se pudo advertir, la 
mencionada Ley no concedía autonomía a la 
Universidad Pública de El Alto. En ese 
entonces, un grupo de docentes y estudiantes 
asumieron una posición a favor de la 
mencionada Ley y salieron en rechazo a los que 
reclamaban la autonomía universitaria. Luego, 
ese mismo grupo humano se unió en 2001 al 
Consejo de Desarrollo Institucional y a las 
máximas autoridades universitarias: Javier Tito 
(Rector), Edgar Chipana (Vicerrector) y José 
Vallejos (Director Académico), quienes fueron 
expulsado luego de la Universidad, a inicios de 
julio del año 2002.  

Después de la expulsión de esas autoridades, 
ese grupo de estudiantes y docentes, mas los 
administrativos, se fueron con Javier Tito y se 
asentaron en una Unidad Educativa de Villa 
Dolores: Colegio Omiste. Desde ese lugar, se 
opusieron al movimiento universitario 
autonomista, hasta el momento de la 
modificación de la Ley Nº 2115. Vale decir, 
hasta el 12 de noviembre del 2003, día en que 
fue concedida la autonomía la Universidad 
Pública de El Alto a través de la Ley Nº 2556. 

Este bloque de los anti-autonomistas estaba 
conformado por un grupo de docentes, 
estudiantes y administrativos, a cuya cabeza 
estaban Javier Tito y Edgar Chipana. 
Inicialmente, este grupo humano se abocaba a 
defender la Ley Nº 2115, luego en 2001 se 
convirtió en defensor de las autoridades 
cuestionadas (Tito, Chipana y Vallejos). Buena 
parte de los anti-autonomistas –más que todo 

su dirigencia– tenían una relación clientelar con 
las autoridades mencionadas. Pero a su vez, 
había también estudiantes ingenuos o 
inocentes, quienes eran manipulados por 
dichas autoridades y guardaban cierta lealtad 
con las mismas. Eran incluso, en algunos 
momentos, sujetos muy vulnerables y sumisos 
ante la manipulación política. Debido a esa 
actitud que guardaban, los autonomistas les 
catalogaron de monaguillos. 

Los “monaguillos” son los seguidores de las 
autoridades, organizados por el Cura Edgar 
Chipana, que funge como Vicerrector a 
nombre de la Iglesia Católica; son los que 
defienden la Ley 2115 de creación de la 
Universidad alteña como Universidad Pública 
sin autonomía ni cogobierno, una agencia del 
Estado, incorporada a sus planes y proyectos, 
separada del sistema de las universidades 
estatales autónomas (La Época, 22/07/2002). 

La causa para que Tito y Chipana se opongan a 
la autonomía universitaria era debido a que 
fueron designados en sus cargos de autoridad 
bajo los parámetros de la Ley Nº 2115. De tal 
modo, tuvieron que salir en defensa de la 
mencionada norma legislativa, para no ser 
destituidos. Para que se logre la autonomía 
universitaria, era necesario modificar la Ley, 
situación que no era favorable para ambas 
autoridades ya mencionadas. 

Los argumentos que utilizaban Javier Tito y 
Edgar Chipana para oponerse a la autonomía 
tenían como base la defensa de la Ley Nº 2115. 
Consideraban que la mencionada Ley era 
constitucional y jurídicamente válida. No 
obstante, fueron expulsados de la Universidad 
por estudiantes que exigían autonomía. A partir 
de entonces, los anti-autonomistas se asentaron 
en Villa Dolores de El Alto, lugar de donde se 
opusieron a la autonomía. 

Desde esos predios, el accionar de los anti-
autonomistas fue de distintos modos y, 
además, de carácter más político. Por un lado, 
emitían opiniones en contra del movimiento 
autonomista y, por el otro, hacían referencias a 
la propia autonomía universitaria. En ese 
sentido, Javier Tito manifestaba que la 
autonomía no necesariamente implicaba tener 
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co-gobierno de docentes y estudiantes, a su vez 
sostenía que “la Universidad Pública de El Alto 
gozaba de plena autonomía”. Su afirmación se 
sustenta en el hecho de que ésta Universidad 
no dependía del Estado. En sus propias 
palabras, decía: “en ninguna parte del mundo 
hay cogobierno como se practica aquí. Hay 
universidades autónomas en todo el mundo, y 
ésta [la UPEA] es una Universidad con 
autonomía” (La Prensa, 2002).  

Por su parte, Edgar Chipana –quien también 
había sido expulsado junto a Tito Espinoza–, 
emitía sus opiniones en contra de los 
movilizados que pedían autonomía. En ese 
afán discursivo, Chipana calificaba a los 
movilizados de ser anti-autonomistas, 
atribuyéndose incluso de ser un autonomista 
declarado. En sus propios términos, decía: 

No necesito el apoyo de nadie, ni de los 
estudiantes ni del obispo de El Alto, son ellos 
[del sector Echazú] los que están yendo en 
contra de la autonomía al recurrir a las 
autoridades del Poder Legislativo. Ellos [los 
parlamentarios del Congreso] no tienen 
ninguna tuición para hacerlo (El Alteño, 
14/09/2002). 

En esa etapa, Javier Tito se mostraba además 
como aliado natural de la Universidad Mayor 
de San Andrés y del propio Sistema 
Universitario. Tiene que ver con la mención 
que hacía en ese entonces al proceso interno al 
cual había sido sometido en la Universidad 
Pública de El Alto y que había sido sancionado 
el propio Tito Espinoza. 

La expresión de esa opinión de Tito, en contra 
de la autonomía de la Universidad alteña, se 
puede evidenciar en un comunicado que fue 
publicado en un medio de prensa escrito en 
fecha 3 de agosto del año 2003. El comunicado 
de entonces decía: 

El supuesto procesamiento interno que se 
hizo a Javier Tito y a Edgar Chipana es 
totalmente ilegal, ya que los sujetos que 
llevaron a cabo dicho proceso carecen de 
representatividad, legitimidad y están 
nombrados al margen de la Ley, además con 
no contar con la convocatoria respectiva. La 
Ley 2115 no se modificará porque el proyecto de 
modificación presentado por los diputados fue 

rechazado por ser atentatorio a la autonomía 
universitaria del Sistema, particularmente de la 
UMSA (…). Por ello, la UMSA, CEUB y la 
UPEA rechazan categóricamente cualquier 
modificación que se pretenda realizar (El 
Diario, 03/08/2003. Cursivas nuestras). 

Dicha situación muestra la vinculación que 
tenía con las autoridades de UMSA, y con el 
propio Comité Ejecutivo de la Universidad 
Boliviana, pero en apariencia. Por otro lado, 
desde Villa Dolores, el sector anti-autonomista 
emitía una variedad de discursos en contra de 
la autonomía universitaria. En su mayoría, se 
emitían comunicados y manifiestos públicos a 
través de distintos medios de comunicación, 
entre ellos por la prensa escrita. Uno de los 
comunicados, por ejemplo, tenía el siguiente 
contenido: 

a) En primer lugar, nosotros estamos en 
contra de la modificación de la Ley 2115 por 
varias razones: como Universidad no 
podemos empezar de cero y esperar cinco 
años más para ingresar al Sistema 
Universitario, b) Hacemos conocer a toda la 
población que los estudiantes que están 
pasando clases en los predios de Villa 
Esperanza no tienen respaldo legal, c) 
Nosotros los estudiantes que nos 
encontramos pasando clases en forma normal 
en Unidades [Villa Dolores] descentralizadas 
de El Alto (…) no respaldamos a las 
autoridades [Echazú y Gutiérrez] ilegales, 
respetamos la Ley, a las autoridades [Tito y 
Chipana] legalmente constituidos, que nos 
brinda garantía y seguridad (El Alteño, 
23/08/2003). 

Por su lado, ante esa posición adversa, el 
movimiento universitario autonomista emitía 
también sus propios argumentos en contra del 
sector anti-autonomista, en particular contra 
Javier Tito Espinoza. Los manifiestos del 
sector autonomista se basaban en barios 
aspectos, tales como en razones académicas, 
jurídicas, políticas, hasta en cuestiones 
ideológicas. El principal objetivo de esos 
manifiestos era para develar, rebatir y 
desmontar los argumentos anti-autonomistas 
de Tito Espinoza y poner en evidencia la 
situación real en la que encontraba la 
Universidad Pública de El Alto.  



L O S  A D V E R S A R I O S  D E  L A  U P E A  D U R A N T E  S U  N A C I M I E N T O      P á g i n a  | 16 
 

 
Secundino Conde López 

Bajo esa lógica, se tiene por ejemplo un 
manifiesto del movimiento universitario 
autonomista, emitido durante la lucha por la 
autonomía universitaria. Iba dirigido, más que 
todo, en contra de aquella ex-autoridad anti-
autonomista. Pues, en diversos medios de 
comunicación, Tito solía victimizarse y atribuir 
su expulsión de la Universidad de Villa 
Esperanza por ser aimara. Por ello, ante este 
tipo de discursos engañosos, el sector 
autonomista emitía sus manifiestos exponiendo 
sus argumentos y explicando las razones por 
las cuales fue expulsado Javier Tito de Villa 
Esperanza, entre ellas: 

1.- Por la corrupción generalizada en la 
Universidad Pública de El Alto; 2.- Por la 
práctica prebendal con los docentes y 
dirigentes populares de la ciudad de El Alto; 
3.- Por la práctica de inteligencia privada al 
interior de la Universidad Pública; 4.- Por el 
terrorismo atroz dentro de la Universidad; 5.- 
Por traicionar a los principios básicos de la 
nación aimara; 6.- Señor Javier Tito Espinoza no 
fue expulsado de la Universidad por ser aimara, sino 
por abogar ideales neoliberales y fascistas; y 7.- Por no 
contar con el título académico y en provisión nacional 
(Manifiesto, 2003. Cursivas nuestras). 

El movimiento autonomista consideraba que 
Javier Tito no representaba a los pueblos 
indígenas, tal como se autoproclamaba. Al 
contrario, él era calificado como un sujeto 
desclasado que iba en contra del mismo pueblo 
indígena. A la vez, era identificado como un 
enemigo del pueblo aimara. En ese sentido, se 
realizaron pesquisas sobre su pasado, a partir 
de las cuales Tito Espinoza fue identificado 
como un personaje vinculado con la clase 
político-militar del pasado. Debido a ello se les 
han identificado vínculos con los sectores 
sociales conservadores y partidos políticos 
neoliberales, incluso con momentos del pacto 
militar-campesino. 

Javier Tito Espinoza es sirviente de la casta 
dominante y enemigo de la nación aimara y 
quechua: en dictadura de Hugo Banzer 1972-
1978 fue paramilitar del pacto militar-
campesino y se encargaba de torturar y 
asesinar a los líderes campesinos kataristas. 
En la elección de 1997 fue candidato a 
diputado uninominal por UCS, donde perdió 

una pena. A Javier Tito no le interesan los 
aimaras como él sostiene, es un oportunista y 
lambe de los q’aras. El origen de su fortuna es 
dudosa, es posible que se haya hecho rico 
lambiendo a los q’aras. Fue Director de 
Educación Superior del Ministerio de 
Educación gracias a su amo Tito Hoz de Vila, 
y gracias a esto también ha sido Rector de la 
Universidad Pública de El Alto (Manifiesto, 
2002). 

Entonces, tal como se puede comprender, la 
oposición de Javier Tito y Edgar Chipana a la 
autonomía de la Universidad puede ser 
explicada a partir de los siguientes aspectos: 
por un lado, tenían que obedecer el mandato 
del gobierno y de la Iglesia Católica de no dar 
autonomía a la Universidad Pública de El Alto; 
por otro lado, ambas autoridades se negaron a 
renunciar a sus cargos, posiblemente por no 
perder algunos privilegios que tenían en la 
Universidad. 

Pues, Javier Tito llegó a la Universidad 
designado por el gobierno de ese entonces. 
Anteriormente, había sido Director de 
Educación Superior del Vice-ministerio de 
Educación, por lo cual debió obedecer y acatar 
las decisiones del gobierno: no atender la demanda 
de autonomía universitaria. Mientras, Edgar 
Chipana era miembro de la Iglesia Católica y 
ha sido asignado a la Universidad Pública de El 
Alto en representación a dicha institución 
eclesiástica, razón por la cual intentó incluso 
construir una Capilla dentro del ambiente 
universitario (Lucy Callisaya 11/05/2010).  

Para legitimarse ante la población universitaria 
y la sociedad en su conjunto, ambos utilizaron 
su condición de origen étnico, Tito se 
enarbolaba como aymara, mientras Chipana se 
identificaba como quechua. Sin embargo, estos 
elementos fueron utilizados como una mera 
estrategia discursiva para legitimarse ante los 
estudiantes y la sociedad. En los hechos, 
actuaron en contra de la propia población 
indígena –en particular en contra de los 
aimaras– postergando la demanda de la 
autonomía universitaria y malversando los 
recursos económicos de la Universidad. 
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Dentro de la línea de no modificar la Ley Nº 
2115 y en contra de la autonomía, aparecen 
también los miembros del Consejo de 
Desarrollo Institucional (CDI). La mayor parte 
de ese consejo estaba compuesto por dirigentes 
sociales de El Alto. Para justificar su 
posicionamiento, estos sujetos adoptaron el 
discurso de la “tercera opción”. Dicha posición 
discursiva surgió a mediados del año 2003, 
aunque la negativa a la autonomía de los 
dirigentes sociales del Consejo de Desarrollo 
Institucional viene desde el 2000.  

El sector anti-autonomista ha permanecido en 
Villa Dolores más de un año, aunque sin poder 
retornar a los predios de la Universidad de 
Villa Esperanza. Esta situación se debe además 
a que Javier Tito y Edgar Chipana estaban 
apoyados en ese entonces por el Consejo de 
Desarrollo Institucional –también por el 
mismo gobierno– y tenían autorización para 
que hagan uso de los recursos del presupuesto 
universitario de El Alto.  

Según la Ley Nº 2115, la máxima instancia de la 
Universidad era el Consejo de Desarrollo 
Institucional, pero sus miembros tenían 
relaciones más de carácter prebendal que 
institucional con Javier Tito. Es por ello que 
han estado en esa línea política: oponerse a la 
autonomía y, posteriormente, adoptaron el 
discurso de la tercera opción, bajo la consigna de 
“ni Tito, ni Echazú”. Sobre la aparición de esa 
corriente discursiva, un docente testimonia: 

Una vez había una gran marcha que hemos 
realizado desde El Alto y bajamos hasta el 
Ministerio de Educación, en ahí han 
participado las organizaciones sociales. 
Cuando llegamos, nos dicen pues los 
dirigentes sociales: “Licenciado vamos a 
entrar a las negociaciones, quién va entrar de 
ustedes”, y Echazú dice pues: “¡aquí no se 
negocia nada, queremos autonomía!”. Entonces, yo 
entré con ellos para ver qué estaban haciendo, 
y firman un papel, ahí surge la tercera opción, 
ahí nace. Firman el documento la COR, la 
FEJUVE y ellos, y ahí tenían un nombre para 
Rector. No puedo mencionar el nombre, 
porque lo van a querer matar. Me querían 
hacer firmar ese documento, pero yo no he 
querido (Entrevista, 13/03/2010).  

El motivo para que el Consejo de Desarrollo 
Institucional (CDI) asuma esa posición se 
puede atribuir al interés económico que había 
de por medio. Cada uno de esos dirigentes 
sociales tenía beneficios económicos que 
recibían de la Universidad. Por cada sesión 
cobraban un monto de dinero en calidad de 
dietas, beneficios que no querían perder de 
ninguna manera. Pues, ante la fuerza que 
estaba tomando el movimiento autonomista 
tuvieron que buscar alguna salida, ya que Tito y 
sus seguidores estaban debilitándose y estaban 
mermándose cada día que pasaba. 

Por ello, para no perder sus privilegios, los 
miembros del Consejo de Desarrollo 
Institucional –a la cabeza de los dirigentes 
sociales– asumieron la “estrategia” de dar una 
salida a su crisis, la cual consistía en hacer 
renunciar a Javier Tito y Jorge Echazú con el 
objetivo de mantener la Ley Nº 2115. El 
propósito era que dicha instancia siga siendo 
vigente como el máximo órgano de decisión de 
ésta Casa Superior de Estudios. Su argumento 
era: “unir a los estudiantes y nombrar nuevas 
autoridades” en base a la Ley Nº 2115 de 05 de 
septiembre de 2000. 

Para ese cometido, el Consejo de Desarrollo 
Institucional construye la consigna de: “ni Tito 
ni Echazú”. Bajo esta consigna, se intentó 
incluso fragmentar a los estudiantes de Villa 
Esperanza. No obstante, el trasfondo político 
de este hecho era hacer desconocer con los 
mismos estudiantes autonomistas a Jorge 
Echazú como Rector, a fin de que el Consejo 
retome el cargo de autoridad de los predios de 
la Universidad de Villa Esperanza. Para tal 
efecto, los dirigentes sociales se amparaban en 
las atribuciones establecidas en Ley Nº 2115. 

Esas veces, había algunos que querían transar 
con Tito Espinoza, había pues la tercera 
opción. Una vez vienen aquí Juan Meléndrez, 
Braulio Rocha y Mauricio Cori y nos dicen: 
“ni Tito ni Echazú”. Pues con Echazú 
estábamos buscando autonomía y Tito  estaba 
aliado con el gobierno, no quería autonomía. 
Entonces esos dirigentes que han venido aquí 
habían sido pues la tercera opción, nos 
querían hacer pisar el palito (Antonio Carani, 
16/08/2007). 
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Para tal efecto envían además a varios 
estudiantes de Villa Dolores como agentes a 
Villa Esperanza, enarbolando “la unidad 
estudiantil entre Villa Esperanza y Villa 
Dolores”. La base del discurso era la “tercera 
opción”. De manera particular, los que 
intentaron canalizar esos objetivos han sido 
algunos estudiantes agentes y representantes de 
Villa Dolores, quienes tejieron una relación 
política subterránea con algunos de sus pares 
de la Universidad de Villa Esperanza.  

En un momento dado, ese objetivo se 
manifestaba en algunos estudiantes en base a 
los siguientes términos textuales: “nosotros 
afortunadamente tuvimos un acercamiento con 
los dirigentes y estudiantes de base del sector 
de Villa Dolores” (El Alteño, 21/08/2003). El 
argumento era en base a la Ley Nº 2115. Se 
aducía que Jorge Echazú, Rector de la 
Universidad de Villa Esperanza, estaba fuera 
del marco de la Ley Nº 2115. En ese sentido, el 
estudiante Zarco decía: “en una reunión del 
Consejo Universitario, el señor Jorge Echazú 
manifestó ser respetuoso de las leyes, y 
nosotros le tomamos la palabra: si está al 
margen de la Ley creemos que tomará el 
camino que el caso aconseje” (El Alteño, 
21/08/2003).  

De manera paradójica, el trasfondo político de 
ese discurso era mantener la Ley Nº 2115, 
hecho que implicaba renunciar a la autonomía. 
De esa manera se ha tejido los argumentos los 
partidarios de la “tercera opción”, a fin de 
conseguir adeptos en el sector de Villa 
Esperanza. Referente al caso, Federico Zelada 
–encargado de la Comisión de movilizaciones 
del movimiento universitario autonomista– 
testimonia lo siguiente: 

Cuando yo era Presidente del Comité de 
movilización, me plantearon en esa 
oportunidad, gente de adentro, el Ingeniero 
Johnny Angulo –que fue nuestro Rector un 
tiempo después–, quien me dijo: “lo mejor es 
negociar con Tito, yo te conozco Zelada, 
sabemos de tu radicalidad, de tu compromiso, 
pero hay una posibilidad de victoria”, me dice: 
“yo ya he hablado a Tito, te está esperando 
para que puedas negociar con él y llegar a un 
acuerdo, él incluso puede renunciar, pero de 

una vez, que se consolide”, así me dijo 
Angulo. Yo le dije: “imposible, mientras yo 
esté de Comité de movilizaciones eso no va a 
pasar”. Su objetivo era únicamente renuncia 
de las autoridades, decía: “que renuncie 
Echazú y que renuncie Tito”. Ellos [los de la 
tercera opción] veían el conflicto como si 
fuera de personas, entre Tito y Echazú; para 
ellos, para Angulo no interesaba si la 
Universidad era autónoma, pública, sin 
autonomía. Entonces, les interesaba 
solucionar sus bolsillos, a esa posición se 
sumaban también los docentes, pero el grueso 
de los estudiantes dijo: no (Entrevista, 
12/07/2010). 

Entonces, tal como se puede comprender, el 
discurso de la “tercera opción” ha sido 
construido para mantener la vigencia de la Ley 
Nº 2115 y negar la autonomía a ésta Casa 
Superior de Estudios. Más allá de solucionar 
problemas de carácter institucional de la 
Universidad, lo único que buscaba esa posición 
era, además, seguir ejerciendo control sobre los 
recursos y destinos de la Universidad Pública 
de El Alto. E ahí la razón de su existencia del 
discurso de la “tercera opción”, era una 
fracción más del sector anti-autonomista para 
oponerse a la autonomía. 

No obstante, los anti-autonomistas, pese a 
tener apoyo del gobierno de entonces, de la 
Iglesia, así como de los dirigentes sociales de 
El Alto, se disolvió con la modificación de la 
Ley Nº 2115. De tal modo, una vez lograda la 
autonomía (12 de noviembre del 2003), la 
Universidad ingresó en otra fase. Tuvo otras 
autoridades, las cuales han sido nombradas por 
el Comité Ejecutivo de la Universidad 
Boliviana. Así terminó la existencia de los 
“anti-autonomistas”, de los cuales fueron re-
incorporados a la Universidad únicamente los 
estudiantes. Mientras, los docentes y 
administrativos que estuvieron en Villa 
Dolores fueron declarados anti-autonomistas y 
separados de la Universidad con veto. 

6. Consideraciones finales 

El papel que han desempeñado los adversarios 
del movimiento universitario, ha sido muy 
nefasto para la Universidad Pública de El Alto. 
Debajo del manto de los discursos y opiniones 
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que han sido utilizados por dichos adversarios, 
estuvieron en juego distintos intereses, entre 
ellos: el interés político de la casta social 
gobernante, el monopolio de la Educación 
Superior en el departamento de La paz; el 
predominio político y económico de las viejas 
cúpulas del Sistema Universitario de entonces; 
las pretensiones políticas de la oligarquía social 
dominante en mantener las jerarquías sociales 
racialiazadas y las formas de dominación 
colonial existentes. Por otro lado, estuvieron 
en juego los intereses y privilegios de los 
dirigentes sociales de El Alto. 

Para el gobierno de entonces era algo 
inconcebible dar una Universidad pública al 
pueblo de El Alto, mucho menos con 
autonomía propia y cogobierno. Más que todo, 
la acción negativa del gobierno en contra de la 
juventud alteña obedeció a una lógica colonial 
practicada y reproducida por la oligarquía 
dominante. Debido a esa situación, la mayor 
parte del pueblo de El Alto ha sido negada de 
la educación superior por ser de origen 
indígena, ya que había sido naturalizada la 
segregación social de los sectores sociales 
indígenas y populares por factores somáticos y 
culturales. Este hecho se expresaba –y que 
continúa hoy en Bolivia– en la exclusión de los 
indígenas de las distintas oportunidades 
académicas, políticas y económicas.  

No obstante, la oligarquía gobernante ha sido 
incapaz de percibir y comprender el despertar 
del pueblo alteño y el germen de su lucha. 
Pues, El Alto estaba en la antesala de su lucha 
más heroica de su historia, cuyo objetivo era la 
búsqueda de su propia emancipación social, 
política, cultural y económica. De tal modo, la 
comunidad universitaria –en vínculo  con su 
pueblo– tuvo que desplegar un conjunto de 
movilizaciones y acciones colectivas hasta 
hacer realidad la creación de la Universidad 
Pública de El Alto y su autonomía para 
“conquistar un pedazo de la ciencia”14 y el 
conocimiento al servicio de su pueblo. 

 

 

                                                           
14 Cfr.: Federico Zelada, miembro de la Comisión de movilizaciones. 
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